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     Mi mayor agradecimiento a la Asociación Española de Derecho Sanitario, y a su Presidente, D. Ricardo de Lorenzo, por su amable invitación para intervenir en este XXI Congreso Nacional de Derecho Sanitario, así como a la Agrupación Mutual Aseguradora (A.M.A) por la organización de este taller de trabajo sobre “El derecho al olvido: la supresión de la pena del buscador” contando con mi participación. Es una honor y un placer que agradezco de corazón.
      1. INTRODUCCIÓN

      La Ley Orgánica 5/1992, de 29 de octubre, de regulación del tratamiento automatizado de los datos de carácter personal (LORTAD), fue derogada por la vigente Ley Orgánica 15/1999, de 23 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal (en adelante, LOPD). Frente a su antecesora, que encontró fundamento expreso en el artículo 18.4 de la Constitución (exposición de motivos, 1, y artículo 1), del que dijo “emplaza al legislador a limitar el uso de la informática para garantizar el honor, la intimidad personal y familiar de los ciudadanos y el legítimo ejercicio de sus derechos”, la Ley vigente, que ciertamente extiende su protección al tratamiento, automatizado o no, de los datos de carácter personal –entendiendo por tales “cualquier información concerniente a personas físicas identificadas o identificables”: artículo 3,a)-, es una norma sin preámbulo, que en su regulación de los que denomina “datos especialmente protegidos”, arranca, como la Ley precedente, de “lo establecido en el apartado 2 del artículo 16 de la Constitución”, según el cual “nadie podrá ser obligado a declarar sobre su ideología, religión o creencias”, y que en su artículo 49, “Potestad de inmovilización de ficheros”, se refiere –también como la Ley anterior en su artículo 48- al ejercicio de los derechos de los ciudadanos y al libre desarrollo de la personalidad “que la Constitución y las leyes garantizan”. Conforme a su art. 1, su objeto consiste en “garantizar y proteger, en lo que concierne al tratamiento de los datos personales, las libertades públicas y los derechos fundamentales de las personas físicas, y especialmente de su honor e intimidad personal y familiar”, siendo de aplicación “a los datos de carácter personal registrados en soporte físico, que los haga susceptibles de tratamiento, y a toda modalidad de uso posterior de estos datos por los sectores público y privado” (art. 2.1).
      Como es sabido, el Tribunal Constitucional ha jugado un papel relevante en la construcción del derecho fundamental a la protección de datos de carácter personal.

      Esa aportación debe ser expuesta desde un doble plano de contemplación: 1) desde la doctrina del Tribunal sobre el derecho a la protección de datos de carácter personal, análisis obligado; y 2) desde la práctica del propio Tribunal en la protección de datos de carácter personal, puesto que el Tribunal opera necesariamente con datos de carácter personal en las decisiones de resolución de los procesos de su competencia, decisiones que se publican en el boletín oficial del Estado por mandato del artículo 164.1 de la Constitución, boletín que en este momento únicamente tiene una edición digital a la que se accede a través de su página web y de motores de búsqueda universales. El Tribunal también publica sus decisiones en su página web que ofrece un buscador de jurisprudencia constitucional.

2. LA JURISPRUDENCIA CONSTITUCIONAL SOBRE EL DERECHO A LA PROTECCIÓN DE DATOS DE CARÁCTER PERSONAL DICTADA EN RECURSOS DE AMPARO ANTES DE LA ENTRADA EN VIGOR Y BAJO LA VIGENCIA DE LA LEY ORGÁNICA 5/1992, DE 29 DE OCTUBRE, DE REGULACIÓN DEL TRATAMIENTO AUTOMATIZADO DE LOS DSTOS DE CARÁCTER PERSONAL
      La importante jurisprudencia constitucional sobre el derecho a la protección de datos de carácter personal está contenida tanto en decisiones recaídas en procesos de control de la  constitucionalidad de la ley (SSTC 290 y 292/2000, de 30 de noviembre), como de amparo, precediendo ésta, que se inició con la STC 254/1993, de 20 de junio, a aquélla.  

      La  STC 254/1993, de 20 de julio, primera decisión en la materia, respondió a la vulneración del artículo 18.1 y 4 de la Constitución alegada -por vez primera- ante el Tribunal en un recurso de amparo contra la denegación presunta por parte del Gobernador Civil de Guipúzcoa y del Ministro del Interior de la solicitud relativa a los datos de carácter personal existentes en ficheros automatizados de la Administración del Estado, confirmada en la vía judicial contencioso-administrativa. El demandante de amparo fundó su demanda en el Convenio del Consejo de Europa para la protección de las personas con respecto al tratamiento automatizado de datos de carácter personal, hecho en Estrasburgo el 28 de enero de 1981, y ratificado por Instrumento de 27 de enero de 1984 (publicado en el BOE de 15 de noviembre 1985), y en vigor desde el 1 de octubre de 1985. La Sentencia 254/1993 procedió ya a identificar en el artículo 18.4 de la Constitución un derecho fundamental de libertad informática con el contenido definido por esa propia decisión de amparo, que después retomarán las citadas SSTC 290 y 292/2000, en especial este última. Así en su FJ 6 afirmó:

“Dispone el art. 18.4 C.E. que "La ley limitará el uso de la informática para garantizar el honor y la intimidad personal y familiar de los ciudadanos y el pleno ejercicio de sus derechos". De este modo, nuestra Constitución ha incorporado una nueva garantía constitucional, como forma de respuesta a una nueva forma de amenaza concreta a la dignidad y a los derechos de la persona, de forma en último término no muy diferente a como fueron originándose e incorporándose históricamente los distintos derechos fundamentales. En el presente caso estamos ante un instituto de garantía de otros derechos, fundamentalmente el honor y la intimidad, pero también de un instituto que es, en sí mismo, un derecho o libertad fundamental, el derecho a la libertad frente a la potenciales agresiones a la dignidad y a la libertad de la persona provenientes de un uso ilegítimo del tratamiento mecanizado de datos, lo que la Constitución llama "la informática".
   A falta de desarrollo legislativo del artículo 18.4 de la Constitución –en el momento de los hechos que dieron lugar al recurso de amparo-, a partir de las pautas interpretativas del citado Convenio del Consejo de Europa, la STC 254/1993 otorgó el amparo por estimar vulnerados, genéricamente, los derechos del demandante reconocidos en el artículo 18 de la Constitución, precisando que el derecho fundamental a la intimidad no agota su contenido en facultades puramente negativas, de exclusión; que “la garantía de la intimidad adopta hoy un contenido positivo en forma de derecho de control sobre los datos relativos a la propia persona. La llamada "libertad informática" es, así, también, derecho a controlar el uso de los mismos datos insertos en un programa informático (habeas data)” (FJ 7).
      Resuelto el recurso de amparo con esta interpretación que el Tribunal efectúa de los derechos fundamentales del artículo 18 de la Constitución, con el auxilio interpretativo de la norma internacional –de ahí el voto particular discrepante del Presidente Rodríguez-Piñero, que ante la falta de desarrollo legislativo del artículo 18.4 de la Constitución consideró amparables las negativas de las personas a suministrar determinados datos a la Administración, “pero no crear una obligación abierta de hacer para la Administración”-, la STC 254/1993 añadió:
      “No es ocioso advertir que la reciente aprobación de la Ley Orgánica de regulación del tratamiento automatizado de los datos de carácter personal (L.O. 5/1992, de 29 octubre), no hace más que reforzar las conclusiones alcanzadas con anterioridad. La creación del Registro General de Protección de Datos, y el establecimiento de la Agencia de Protección de Datos, facilitarán y garantizarán el ejercicio de los derechos de información y acceso de los ciudadanos a los ficheros de titularidad pública, y además extienden su alcance a los ficheros de titularidad privada. Pero ello no desvirtúa el fundamento constitucional de tales derechos, en cuanto imprescindibles para proteger el derecho fundamental a la intimidad en relación con los ficheros automatizados que dependen de los poderes públicos. Ni tampoco exonera a las autoridades administrativas del deber de respetar ese derecho de los ciudadanos, al formar y utilizar los ficheros que albergan datos personales de éstos, ni del deber de satisfacer las peticiones de información deducidas por las personas físicas en el círculo de las competencias propias de tales autoridades” (FJ 9).
      Siguió la STC 143/1994, de 9 de mayo, en recurso de amparo interpuesto por el Consejo general de Colegios de Economistas de España  contra la Sentencia de la Sección Segunda de la Sala Tercera del Tribunal Supremo, de 7 de octubre de 1992, que declaró la inadmisibilidad del recurso contencioso-administrativo formulado contra el Real Decreto 358/1990, de 9 de marzo, y contra la Orden de 14 de marzo de 1990, que regularon la composición y forma del NIF y la tarjeta acreditativa del mismo. La demanda cuestionaba la legitimidad constitucional de una norma que, a través de un instrumento de recopilación de información, podía permitir un uso desviado de dicha información y, en consecuencia, la efectiva invasión de la esfera privada de los ciudadanos afectados. 
      El Tribunal recuerda su doctrina de la STC 254/1993, por tanto, que “es un hecho […] admitido en la jurisprudencia de este Tribunal que el incremento de medios técnicos de tratamiento de la información puede ocasionar este efecto y, correlativamente, se hace precisa la ampliación del ámbito de juego del derecho a la intimidad, que alcanza a restringir las intromisiones en la vida privada puestas en práctica a través de cualquier instrumento, aun indirecto, que produzca este efecto, y a incrementar las facultades de conocimiento y control que se otorgue al ciudadano, para salvaguardar el núcleo esencial de su derecho”.  Reitera que el derecho fundamental a la intimidad no agota su contenido en facultades puramente negativas, de exclusión" (STC 254/1993, fundamento jurídico 7º), advirtiendo de que  “un sistema normativo que, autorizando la recogida de datos incluso con fines legítimos, y de contenido aparentemente neutro, no incluyese garantías adecuadas frente a su uso potencialmente invasor de la vida privada del ciudadano, a través de su tratamiento técnico, vulneraría el derecho a la intimidad de la misma manera en que lo harían las intromisiones directas en el contenido nuclear de ésta” (FJ 7).
      Concluiría la STC 254/1993 que las normas reglamentarias impugnadas constituían un conjunto normativo con “garantías suficientes frente al eventual uso desviado de la información” que las propias normas permitían recabar. Y añadía sobre la LORTAD: 
      “En este marco destaca, en desarrollo del art. 18.4 C.E., la Ley Orgánica de 29 de octubre de 1992, de regulación del tratamiento automatizado de los datos de carácter personal, que aparte, de las reglas generales sobre tratamiento de datos que no vienen ahora al caso, establece normas específicas para restringir el defecto que la parte imputa a la norma reglamentaria impugnada. En concreto, garantizándose la seguridad de los archivos (art. 9), imponiéndose un deber específico de secreto profesional, incluso después de finalizadas sus tareas al respecto, al "responsable del fichero automatizado y (a) quienes intervengan en cualquier fase del tratamiento de los datos de carácter personal" (art. 10) e impidiendo la transmisión de datos de carácter personal almacenados, con la excepción de que concurra el consentimiento del interesado, la autorización legal específica o la conexión y reconocida necesidad de la transmisión de datos para el logro de finalidades constitucionalmente relevantes (art. 11) en las condiciones dispuestas en la norma. Todas ellas como garantías para determinar el carácter proporcionado y razonable de la obligación de transmitir información fiscal puesto de manifiesto en la doctrina de este Tribunal (STC 110/1984, fundamento jurídico 4º) (FJ 7).
      En su fallo desestimó el recurso de amparo promovido por el Consejo General de Colegios de Economistas de España.
      La STC 11/1998, de 13 de enero, inició una serie jurisprudencial sobre lesión de los derechos fundamentales de libertad sindical y de protección de datos de carácter personal (arts. 28.1 y 18.4 CE) producida por el descuento de retribuciones por huelga practicados a los afiliados a los sindicatos convocantes sin otro dato que el de su afiliación conocida por la Empresa por figurar en su nómina la clave para descontar la cuota sindical.  
       Al razonar la lesión de ambos derechos fundamentales, afirma el Tribunal que el artículo 18.4 de la Constitución “no sólo entraña un específico instrumento de protección de los derechos del ciudadano frente al uso torticero de la tecnología informática, sino que, además, consagra un derecho fundamental autónomo a controlar el flujo de informaciones que conciernen a cada persona -a la privacidad según la expresión utilizada en la Exposición de Motivos de la Ley Orgánica Reguladora del Tratamiento Automatizado de Datos de Carácter Personal-, pertenezcan o no al ámbito más estricto de la intimidad, para así preservar el pleno ejercicio de sus derechos. Trata de evitar que la informatización de los datos personales propicie comportamientos discriminatorios. Y aquí se utilizó un dato sensible, que había sido proporcionado con una determinada finalidad, para otra radicalmente distinta con menoscabo del legítimo ejercicio del derecho de libertad sindical” (FJ 5). 
        Perteneciente a esta serie de sentencias de amparo, la STC 94/1998, de 4 de mayo, diría de la Ley Orgánica 5/1992, de 29 de octubre, de regulación del tratamiento automatizado de los datos de carácter personal, que, desarrollando el artículo 18.4 de la Constitución, “plasma como principio cardinal de la protección de datos la congruencia y la racionalidad de su utilización, en cuya virtud ha de mediar una nítida conexión entre la información personal que se recaba y trata informáticamente y el legítimo objetivo para el que se solicita y, en consecuencia, prohíbe tajantemente el uso de los datos para finalidades distintas de las que motivaron su recogida (apartados 1 y 2 del art. 4). Asimismo, otorga una tutela reforzada a los datos sensibles. Sin perjuicio de la prohibición de crear ficheros con la exclusiva finalidad de almacenar datos de carácter personal que revelen la ideología (art. 7.4), tales datos sólo podrán ser objeto de tratamiento automatizado con consentimiento expreso y por escrito del afectado, a quien se advertirá de su derecho a no prestarlo (apartados 1 y 2 del art. 7) (FJ 4).
      Especial interés ofrece la STC 202/1999, de 8 de noviembre, que otorgó el amparo solicitado por el trabajador frente a sentencias de la jurisdicción social que le habían denegado la cancelación de sus datos médicos contenidos en un fichero informatizado sobre bajas por incapacidad temporal de su empresa (denominado "absentismo con baja médica"). Es la primera Sentencia del Tribunal sobre el “derecho al olvido”, que, sin denominarlo así, apreció la vulneración del derecho a la intimidad del trabajador causado por el almacenamiento en soporte informático de sus diagnósticos médicos del trabajador, sin mediar su consentimiento expreso y sin apoyo legal.
      Con cita de la doctrina ya formada, la Sentencia insiste en que “la garantía de la intimidad adopta hoy un entendimiento positivo que se traduce en un derecho de control sobre los datos relativos a la propia persona; la llamada "libertad informática" es así derecho a controlar el uso de los mismos datos insertos en un programa informático (habeas data) y comprende, entre otros aspectos, la oposición del ciudadano a que determinados datos personales sean utilizados para fines distintos de aquél legítimo que justificó su obtención (SSTC 254/1993, fundamento jurídico 7º; 11/1998, fundamento jurídico 4º, y 94/1998, fundamento jurídico 4º)” (FJ 2).
      La Sentencia refiere que el fichero informatizado, cuya cancelación en lo concerniente a sus datos sobre baja con diagnóstico médico solicitaba el trabajador, no era un compendio de historiales clínico-sanitarios, sino una relación de partes de baja con anotación de las correspondientes fechas de baja y alta laboral, el motivo de la baja (enfermedad común o accidente laboral), los días durante los cuales se prolongó la situación de incapacidad temporal y el diagnóstico médico. Su mantenimiento no se dirigía a la preservación de la salud de los trabajadores, sino al control del absentismo laboral,  por lo que no encontraba apoyo en “la existencia de un interés general (art. 7.3 L.O.R.T.A.D. y, por remisión, arts. 10.11 y 61 L.G.S.), que justificaría la autorización por ley, sin necesidad del consentimiento del trabajador, para el tratamiento automatizado de los datos atinentes a su salud, ni tampoco en lo dispuesto en los arts. 22 y 23 de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales, habida cuenta de que en el fichero en cuestión no se reflejan los resultados arrojados por la vigilancia periódica --y consentida por los afectados-- del estado de salud de los trabajadores en función de los riesgos inherentes a su actividad laboral, sino tan sólo la relación de períodos de suspensión de la relación jurídico-laboral dimanantes de una situación de incapacidad del trabajador” (FJ 4).

      Se trataba de un instrumento para el ejercicio de un control empresarial más eficaz del absentismo laboral. Sin embargo, la Sentencia del Tribunal Constitucional comienza por descartar que las facultades del poder de dirección empresarial comprendan el almacenamiento en soporte informático de los datos atinentes a la salud de los trabajadores, y en concreto del diagnóstico médico, sin su consentimiento. Pero inmediatamente sitúa el juicio de constitucionalidad en la valoración de la medida empresarial adoptada, restrictiva del derecho fundamental a la intimidad, con la perspectiva del juicio de proporcionalidad, para concluir que tal medida no tenía “la consideración de solución idónea, necesaria y proporcionada para la consecución del fin, en este caso, el control del absentismo laboral […], pues no se trata de medida de suyo ponderada y equilibrada, ya que de ella no se derivan más beneficios o ventajas para el interés general o para el interés empresarial que perjuicios sobre el invocado derecho a la intimidad” (FJ 5). 
      Añade la citada Sentencia que “interesa recordar que, en desarrollo de lo previsto en el art. 18.4 C.E., en la L.O.R.T.A.D. se enuncian, entre otros principios generales de la protección de datos, la congruencia y racionalidad de su utilización, "en cuya virtud ha de mediar una nítida conexión entre la información personal que se recaba y trata informáticamente y el legítimo objetivo para el que se solicita y, en consecuencia, prohíbe tajantemente el uso de los datos para finalidades distintas de las que motivaron su recogida (aps. 1 y 2 del art. 4)" (STC 94/1998, fundamento jurídico 4º), así como su exactitud y puesta al día (art. 4.3). Esta regulación es sustancialmente coincidente con lo dispuesto en los arts. 5 y 7 del Convenio del Consejo de Europa de 28 de enero de 1981, para la protección de personas con respecto al tratamiento automatizado de datos de carácter personal, ratificado por España mediante Instrumento de 27 de enero de 1984, y en los arts. 6 y ss. de la Directiva 95/46/CE, de 24 de octubre de 1995, sobre protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos. Pues bien, en este caso debemos afirmar que el expresado tratamiento informático --con vistas a su conservación-- de los datos referidos a la salud de los trabajadores de que tenga conocimiento la empresa quiebra la aludida exigencia de nítida conexión entre la información personal que se recaba y el legítimo objetivo para el que fue solicitada” (FJ 5).

	    Concluye que “el tratamiento y conservación del diagnóstico médico en la mencionada base de datos sin mediar consentimiento expreso del afectado incumple la garantía que para la protección de los derechos fundamentales se contiene en el art. 53 C.E.” (FJ 5).
      En su fallo, la Sentencia 202/1999, para restablecer al recurrente en el derecho vulnerado, ordenó la inmediata supresión de las referencias existentes a los diagnósticos médicos contenidas en la citada base de datos (punto 3º del fallo).
      Solicitaba también el demandante de amparo que por el Tribunal Constitucional se dedujera testimonio de la Sentencia al Ministerio Fiscal y a la Agencia de Protección de Datos a efectos de la depuración de  responsabilidades. El Tribunal, sin embargo, no satisface esta pretensión del demandante al considerar que el Fiscal había comparecido en el proceso constitucional y que el art. 164.1 C.E. permite el general conocimiento de las Sentencias del Tribunal Constitucional al ordenar su publicación en el "Boletín Oficial del Estado. Pedía asimismo la demanda de amparo la condena de la empresa a la indemnización por daños y perjuicios materiales y morales, causados por los estados de "nerviosismo y pesadumbre" originados por el conflicto y por el "tiempo de actividad" dedicado a su resolución. El Tribunal desestimó también tal pretensión indemnizatoria, entendiendo preservado y restablecido el derecho fundamental del demandante de amparo con los pronunciamientos de su fallo conforme a los arts. 41.3 y 55.1 LOTC (FJ 6).
      En ejecución de la STC 202/1999, la posterior STC 153/2004, de 20 de septiembre, volvería a amparar al recurrente, en este caso ulterior por vulneración de su derecho fundamental a la tutela judicial efectiva, al haberle sido denegada la prueba pericial solicitada para comprobar la supresión de la referencia a los diagnósticos médicos del mismo en fichero informatizado o base de datos de la empresa. 

      La denegación de la prueba pericial solicitada la justificaba el órgano judicial social (la Sala de lo Social del TSJ de Cataluña) en el supuesta lesión que ello produciría al derecho a la intimidad del demandante. Frente a tal consideración irrazonable, y renuente al cumplimiento de la Sentencia de amparo constitucional, el Tribunal Constitucional recordó al citado órgano judicial que había sido el propio demandante quien había pedido la práctica de la prueba y la intervención del Juzgado de lo Social como garante de la ejecución de la STC 202/1999,  “único titular autorizado para disponer a su voluntad acerca del acceso y comunicación a terceros de sus datos personales de carácter médico, datos que, por lo demás, como ya quedó expuesto, constaban en autos y eran, por tanto, conocidos para los órganos judiciales concernidos. No se trataba, pues, de garantizar la confidencialidad en el proceso de los datos relativos a la salud del demandante, sino de verificar, por medio de las pruebas que pudieran ser pertinentes a tal efecto, que la entidad crediticia había dado cumplimiento, como afirmaba, a lo ordenado en la STC 202/1999 en cuanto a la supresión de tales datos sensibles en sus ficheros informáticos” (FJ 5).

	


3. LA JURISPRUDENCIA CONSTITUCIONAL SOBRE EL DERECHO A LA PROTECCIÓN DE DATOS DE CARÁCTER PERSONAL, SOBRE LA LEY ORGÁNICA 5/1992, DE 29 DE OCTUBRE, DEL REGULACIÓN DEL TRATAMIENTO AUTOMATIZADO DE LOS DATOS DE CARÁCTER PERSONAL Y SOBRE LA LEY ORGÁNICA 15/1999, DE 13 DE DICIEMBRE, DE PROTECCIÓN DE DATOS DE CARÁCTER PERSONAL
      La STC 290/2000 resolvió cuatro recursos de inconstitucionalidad, acumulados, planteados contra determinados artículos de la Ley Orgánica 5/1992, de 29 de octubre, de regulación del tratamiento automatizado de los datos de carácter personal (LORTAD), interpuestos, respectivamente, por el entonces Consejo Ejecutivo de la Generalitat de Catalunya (arts. 24, 31, 39, 40, 1 y 2, y disp. final 3ª), el Defensor del Pueblo (19.1 y 22.1 y 2), el Parlamento de Cataluña (arts. 24, 31 y 40.1 y 2) y cincuenta y seis Diputados del Grupo Parlamentario Popular (arts. 6.2, 19.1, 20.3 y 22.1 y 2). En el enjuiciamiento del Tribunal los cuatros recurso interpuestos quedaron reducidos a las impugnaciones de Cataluña por motivos competenciales, dado que, tras abrirse por el Tribunal trámite del art. 84 de su LOTC, perdieron objeto los recursos del Defensor del Pueblo y de los Diputados Populares, que habían desistido sin lograrlo como consecuencia de la doctrina del Tribunal sobre legitimación de los diputados, y no de los grupos parlamentarios,  para recurrir y desistir. La STC 290/2000 tiene una proyección directa sobre la Agencia Española de Protección de Datos (así denominada por el art. 79 de la Ley 62/2003, de 30 de diciembre) y sus funciones, sostenida en la función de los derechos fundamentales y la igualdad de sus condiciones, también institucionales, en todo el territorio nacional.
      Por su parte, la STC 292/2000 se pronunció sobre el recurso de inconstitucionalidad promovido por el Defensor del Pueblo frente a los arts. 21.1 y 24.1 y 2 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal (LOPD). Con mayor carga doctrinal y más incisiva, esta Sentencia efectuó el control de constitucionalidad en nombre de los derechos (L. HIERRO), no en nombre del modelo de Estado o reparto constitucional y estatutario de competencias.
            El recurso de inconstitucionalidad del Consejo Ejecutivo de la Generalitat de Cataluña oponía, en esencia, que la LORTAD vulneraba el orden constitucional de competencias al atribuir al Estado competencias exclusivas en la ejecución de dicha Ley Orgánica sobre todos los ficheros de datos de titularidad privada y aquellos otros creados por la Administración Local, reservando a las Comunidades Autónomas únicamente competencias respecto de los ficheros creados por sus propias Administraciones y desconociendo las competencias autonómicas sobre las materias o actividades a que servían los ficheros de datos. Consideraba inconstitucional la reserva de competencias ejecutivas a la Agencia de Protección de Datos, órgano de naturaleza estatal creado por dicha Ley Orgánica para dispensar tutela administrativa y verificar “en exclusiva” la correcta aplicación de la LORTAD en defensa de los derechos fundamentales de las personas del art. 18.1 CE frente al tratamiento informático de sus datos de carácter personal, reivindicando sus competencias ejecutivas y de tutela administrativa sobre los ficheros de datos de carácter personal privados y de las Administraciones Locales en Cataluña.

            El Parlamento catalán negaba que el legislador pudiera recurrir al instrumento de la ley orgánica para establecer límites a una actividad legítima –la informática- en salvaguarda de derechos fundamentales, sosteniendo que ese instrumento legal solo puede desarrollar derechos fundamentales (conforma al art. 81.1 CE), concluyendo en la denuncia de la alteración del sistema constitucional y estatutario de distribución competencial, pues no constituyendo los ficheros de datos “una materia”, sino siendo instrumentales a materias o actividades, la titularidad del fichero y no la materia era el indebido criterio de reparto competencial utilizado por la LORTAD.
      El Defensor del Pueblo sostuvo la vulneración de la reserva de ley del 53.1 CE producida por la LORTAD, pues las normas de creación, modificación o supresión de un fichero podían tener carácter reglamentario; y, en segundo lugar, que esas normas podían autorizar la cesión de datos sin necesidad de recabar el consentimiento del afectado, en contra, por tanto, de la regla general que sobre el particular establecía el art. 11 de la  LORTAD.
      Finalmente, el Grupo Parlamentario Popular denunciaba la violación del art. 18.1 CE derivada del conjunto de excepciones que a dicho derecho se establecían en la LORTAD mediante el recurso al empleo de conceptos jurídicos indeterminados que abandonaban el límite al uso de la informática dispuesto en el art. 18.4 CE, es decir, la garantía efectiva del derecho fundamental a la intimidad que la Ley debe estatuir, a la voluntad discrecional de la Administración Pública. De este modo, consideraban los Diputados populares, se vacíaban esas garantías de todo su contenido, haciendo inexistente el límite al uso de la informática porque se conferían a la Administración Pública facultades discrecionales para imponer excepciones mediante un simple acto administrativo a aquellas facultades que componen el derecho individual a la autodeterminación informativa, sin ni tan siquiera exigir que esa restricción se fijase por reglamento. Vaciado el límite del apartado 4 del art. 18 CE se vulneraba el apartado 1 del mismo precepto, al dejar indefenso al ciudadano frente a la constricción de su derecho fundamental por la Administración Pública en el caso del uso de la informática, conculcando el art. 10 CE, al ser contrarias esas excepciones a los principios establecidos en el Convenio de Estrasburgo de 1981. Máxime, cuando el art. 55 CE prevé, justamente, que los derechos del apartado 1 del art. 18 no pueden suspenderse en ningún caso.
      Como se anticipó, los recursos del Defensor del Pueblo y de los Diputados incurrieron en pérdida sobrevenida de objeto, pues habiendo sido derogada la LORTAD por la LOPD, carecía de objeto que el Tribunal Constitucional se pronunciase en abstracto sobre sus eventuales tachas de inconstitucionalidad (según doctrina constitucional reiterada).
      Así razonó la STC 290/2000: “del examen de la Disposición derogatoria LOPD en relación con los preceptos impugnados no cabe llegar a la conclusión de que éstos, tras su derogación por dicha Ley, hayan de continuar produciendo efectos respecto a situaciones posteriores. Ni tampoco podría llegarse a conclusión distinta en atención a las modificaciones de algunos de los preceptos impugnados que ha introducido la LOPD, pues el contenido de éstos, como se verá cuando sean enjuiciados, es sustancialmente similar a los de la Ley precedente” (FJ 3). El Tribunal tenía a la vista el recurso del Defensor del Pueblo frente a los arts. 21.1 y 24.1 de la LOPD (inconstitucionalidad de la cesión de datos entre Administraciones inconsentida para fines distintos de los que determinaron su recogida autorizada por norma infralegal, y  habilitación a las Administraciones públicas por motivos abiertos, virtualmente discrecionales, para denegar al interesado la información sobre sus ficheros de datos personales), que resolvió en la STC 292/2000. 
      En cambio, la disputa competencial de Cataluña se mantenía parcialmente vigente:
       “cabe apreciar, en primer lugar, una identidad sustancial de contenidos respecto al art. 24 LORTAD y el que le ha sucedido en el tiempo (art. 26 LOPD), salvo ciertas precisiones en su apartado 2. Y otro tanto cabe decir, en segundo término, respecto a los arts. 31 y 40.1 y 2 LORTAD respecto a los correspondientes de la Ley posterior (arts. 32 y 41 LOPD). Si bien hemos de precisar que el art. 41 LOPD sólo ha adicionado en su apartado 1 una referencia a los ficheros de datos de carácter personal creados o gestionados "por la Administración local" del ámbito territorial de una Comunidad Autónoma, pero mantiene el contenido que fue impugnado en su día […] Por el contrario, cabe estimar que se ha alterado sustancialmente el contenido del art. 39 LORTAD, pues el vigente art. 40 LOPD atribuye la potestad de inspección a "las autoridades de control", las que bien pueden ser de creación autonómica, cuando el precedente sólo aludía a la Agencia de Protección de Datos. Y otro tanto cabe decir respecto a la impugnación de la Disposición final tercera LORTAD en relación con el art. 24 de ésta, pues el precepto sucesor (art. 26 LOPD) ya no tiene carácter orgánico conforme a lo dispuesto en la Disposición final segunda de la nueva Ley [...]. De lo que resulta, en suma, que sólo subsiste la impugnación por razones competenciales respecto a los arts. 24, 31 y 40.1 y 2 LORTAD, como han alegado el Consejo Ejecutivo de la Generalidad de Cataluña y el Parlamento de Cataluña […] (FJ 5).
      En efecto, sólo subsistió la impugnación de las funciones que se atribuían a la Agencia de Protección de Datos (caso de los arts. 24 y 40.1 y 2) y al Registro General como órgano integrado en ésta (art. 31.2) referidas a los ficheros de titularidad privada radicados en el territorio de la Comunidad Autónoma. Al final, la impugnación quedó centrada en el art. 40.1 y 2 de la LORTAD (FJ 6).

      El Tribunal examinó, en primer lugar, el contenido del derecho fundamental a la protección de datos personales y, en segundo término, “los rasgos generales que caracterizan a la Agencia de Protección de Datos dado que la función general de este órgano es la de "velar por el cumplimiento de la legislación sobre protección de datos y controlar su aplicación", como se expresa en el primer inciso del apartado a) del art. 36 LORTAD” (FJ 7).
      En cuanto al derecho a la protección de datos de carácter personal, la STC 290/2000 reconoció un nuevo derecho fundamental, declarando su contenido esencial, tomándolo de la construcción avanzada por la STC 254/1993. No es sólo un instituto de garantía del derecho a la intimidad, sino un derecho fundamental autónomo a la protección de datos de carácter personal.
      El art. 18.4 CE, “como ya ha declarado este Tribunal, contiene un instituto de garantía de los derechos a la intimidad y al honor y del pleno disfrute de los restantes derechos de los ciudadanos que es, además, en sí mismo, "un derecho fundamental, el derecho a la libertad frente a las potenciales agresiones a la dignidad y a la libertad de la persona provenientes de un uso ilegítimo del tratamiento automatizado de datos, lo que la Constitución llama 'la informática'" (STC 254/1993, de 20 de julio, FJ 6, doctrina que se reitera en las SSTC 143/1994, de 9 de mayo, FJ 7; 11/1998, de 13 de enero, FJ 4; 94/1998, de 4 de mayo, FJ 6, y 202/1999, de 8 de noviembre, FJ 2) (FJ 7).
      Ese derecho fundamental a la protección de datos personales frente a la informática o, si se quiere, a la "libertad informática" según la expresión utilizada por la citada STC 254/1993, garantiza a la persona un poder de control y disposición sobre sus datos personales, que se descompone en un haz de facultades, como elementos esenciales del derecho, “integrado por los derechos que corresponden al afectado a 1) consentir la recogida y el uso de sus datos personales y a conocer los mismos. 2) ser informado de quién posee sus datos personales y con qué finalidad; y 3)  a oponerse a esa posesión y uso exigiendo a quien corresponda que ponga fin a la posesión y empleo de tales datos”.
      “En suma, el derecho fundamental comprende un conjunto de derechos que el ciudadano puede ejercer frente a quienes sean titulares, públicos o privados, de ficheros de datos personales, partiendo del conocimiento de tales ficheros y de su contenido, uso y destino, por el registro de los mismos. De suerte que es sobre dichos ficheros donde han de proyectarse, en última instancia, las medidas destinadas a la salvaguardia del derecho fundamental aquí considerado por parte de las Administraciones Públicas competentes” (FJ 7).
      Se ocupa, en segundo lugar, la STC 290/2000 de la organización o elemento institucional del régimen de protección de datos de carácter personal: la Agencia de Protección de Datos, creada por el Título VI de la LORTAD como “Ente de Derecho Público, con personalidad jurídica propia y plena capacidad pública y privada, que actúa con plena independencia de las Administraciones Públicas en el ejercicio de sus funciones" (art. 34.2 LORTAD),  y a los órganos que en ella se integran, tanto de dirección (Director y Consejo Consultivo, arts. 35 y 37 LORTAD) como operativos (Registro General de Protección de Datos e Inspección de Protección de Datos, arts. 38 de la Ley y 11 del Estatuto de la Agencia de Protección de Datos).
      Recuerda el Tribunal Constitucional las regulaciones legales adoptadas, antes de la entrada en vigor de nuestra Constitución, por varios Estados europeos con la finalidad de proteger los datos personales frente a los peligros de la informática (Ley sueca de 11 de mayo de 1973, Ley de la República Federal de Alemania, de 22 de enero de 1977, Ley francesa de 6 de enero de 1978, Ley noruega de 8 de junio de 1978), todas las cuales habían creado instituciones especializadas de Derecho público con funciones de control sobre los ficheros de datos personales susceptibles de tratamiento automatizado, tanto de titularidad pública como privada.

      Y analiza las funciones públicas de la Agencia de protección sobre ficheros informatizados de titularidad pública o privada ejercidas a través de potestades administrativas de investigación o inspección y sancionadoras, y de resolución de reclamaciones por los afectados por el incumplimiento de las previsiones legales y normativas de adecuación de los tratamientos automatizados a los principios legales. 
      Destaca el carácter básicamente preventivo de esas funciones públicas en orden a la protección de datos personales, un rasgo caracterizador  común a las instituciones especializadas existentes en los países de nuestro entorno y al que había hecho referencia la Exposición de Motivos de la LORTAD al considerar su regulación guiada "por la idea de implantar mecanismos cautelares que prevengan las violaciones" de los derechos fundamentales (FJ 9).
      En efecto, al dar cumplimiento al mandato contenido en el art. 18.4 CE, el legislador, sin excluir, obviamente, el recurso a los órganos jurisdiccionales para la tutela de los derechos individuales (art. 17, apartados 2 a 5, de la LORTAD), no se había limitado a residenciar la protección de datos personales frente al uso de la informática exclusivamente en la vía judicial, cuando ya se ha producido la lesión del derecho fundamental, sino que había configurado esa protección con carácter preventivo mediante el ejercicio por la Agencia de Protección de Datos de sus funciones de control y atención de reclamaciones de los afectados. De suerte que, según explicaba el Tribunal Constitucional, precisamente ese carácter tuitivo o preventivo justificaba “la atribución de tales funciones y potestades a la Agencia de Protección de Datos para asegurar, mediante su ejercicio, que serán respetados tanto los límites al uso de la informática como la salvaguardia del derecho fundamental a la protección de datos personales en relación con todos los ficheros, ya sea de titularidad pública o privada” (FJ 9).

      Y resuelve el conflicto competencial planteado por el Consejo Ejecutivo y el Parlamento de Cataluña sobre la titularidad de las competencias, atribuidas por la LORTAD a la Agencia como órgano estatal, respecto de los ficheros automatizados de titularidad privada radicados en el territorio de Cataluña creados en el marco de actividades relativas a materias atribuidas a la competencia autonómica, legislativa o ejecutiva. Tras exponer la posición de las partes sobre la naturaleza o carácter material de la protección de datos, materia competencial del Estado (ex art. 149.3 CE, posición del Abogado del Estado), o materia instrumental a otras sustantivas en las que se crean los ficheros automatizados (posición de Cataluña), el Tribunal rechazo este último planteamiento por soslayar “la función que nuestra Constitución ha atribuido a los derechos fundamentales y, en correspondencia, la necesidad de que sean protegidos, incluso en el ámbito del reparto competencial (art. 149.1.1 CE). La LORTAD, en efecto, ha sido dictada en cumplimiento del mandato contenido en el art. 18.4 CE de limitar el uso de la informática para garantizar ciertos derechos fundamentales y el pleno ejercicio de los derechos de los ciudadanos, de manera que si se considera la actividad aquí examinada como meramente instrumental o accesoria de otras materias competenciales, es claro que con este planteamiento se está desvirtuando cuál es el bien jurídico constitucionalmente relevante, que no es otro que la protección de los datos de carácter personal frente a un tratamiento informático que pueda lesionar ciertos derechos fundamentales de los ciudadanos o afectar al pleno ejercicio de sus derechos, como claramente se desprende del tenor de dicho precepto constitucional. Lo que guarda entera correspondencia, además, con el objeto de dicha Ley, que no es otro, según se ha dicho, que el de establecer un régimen legal para "limitar el uso de la informática y otras técnicas y medios de tratamiento automatizado de datos de carácter personal" que permita garantizar el respeto o el pleno ejercicio de tales derechos (art. 1). A lo que cabe agregar que la LORTAD también es la Ley que ha desarrollado un derecho fundamental específico, el derecho a la protección de los datos personales frente al uso de la informática […]. De lo que se desprende, en definitiva, que el objeto de la Ley cuyos preceptos se han impugnado no es el uso de la informática, sino la protección de los datos personales. De suerte que esta protección mal puede estar al servicio de otros fines que los constitucionales en relación con la salvaguardia de los derechos fundamentales, ni tampoco puede ser medio o instrumento de actividad alguna” (FJ 11).

      Las conclusiones alcanzadas por el Tribunal en este orden de consideraciones de tipo competencial fueron éstas:

      1ª) Los límites establecidos por el legislador al uso de la informática en cumplimiento del mandato del art. 18.4 CE han de ser los mismos en todo el territorio nacional ex art. 81 CE: siendo los derechos fundamentales y las libertades públicas "fundamento del orden político" (art. 10.1 CE) y contenido del estatuto jurídico básico de los ciudadanos, “sólo mediante esa proyección general es posible garantizar la protección de los derechos a que se refiere el art. 18.4 CE, con independencia de que tales límites a la informática también contribuyen a la salvaguardia del específico derecho fundamental a la protección de datos personales” (FJ 14).

      2ª) La cláusula del art. 149.1.1 CE apodera al Estado para la regulación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes constitucionales, imponiendo “un límite a las potestades de las Comunidades Autónomas en aquellas materias donde éstas ostenten un título competencial”. Y aunque el alcance del art. 149.1.1 CE es "esencialmente normativo" (STC 208/1999, de 15 de noviembre, FJ 6) “ninguna calificación adicional se ha agregado por el constituyente respecto a la naturaleza de tales condiciones que pueda restringir su alcance”. De modo que las regulaciones estatales amparadas en el art. 149.1.1 CE, “junto a la normación”,  “también pueden contener, cuando sea imprescindible para garantizar la eficacia del derecho fundamental o la igualdad de todos los españoles en su disfrute, una dimensión institucional” (FJ 14). 

      Es “la exigencia constitucional de protección de los derechos fundamentales en todo el territorio nacional requiere que éstos, en correspondencia con la función que poseen en nuestro ordenamiento (art. 10.1 CE), tengan una proyección directa sobre el reparto competencial entre el Estado y las Comunidades Autónomas ex art. 149.1.1 CE para asegurar la igualdad de todos los españoles en su disfrute”, exigencia que  “faculta al Estado para adoptar garantías normativas y, en su caso, garantías institucionales” (FJ 14).
      3ª) En conclusión, “es la garantía de los derechos fundamentales exigida por la Constitución así como la de la igualdad de todos los españoles en su disfrute” la que justifica el ejercicio de las funciones y potestades de la Agencia de Protección de Datos y del Registro Central de Protección de Datos, dirigidas a prevenir la lesión de dichos derechos fundamentales, en cualquier lugar del territorio nacional y con independencia de quiénes sean los responsables de los ficheros que contengan datos de carácter personal; también, por tanto, “respecto a los ficheros informatizados que contengan datos personales y sean de titularidad privada radicados en Cataluña” (FJ 15). 
      La STC 292/2000 introducirá nuevas consideraciones que perfilan el contenido del derecho y su reconocimiento como tal en el art. 18.4 CE. Las siguientes:
· El derecho fundamental a la intimidad, los derechos fundamentales mencionados en el art. 18.1 de la Constitución,  no aportan por sí solos una protección suficiente frente a la nueva realidad derivada del progreso tecnológico. Con la inclusión del apartado 4 en el artículo 18 de la Constitución el constituyente puso de relieve que era consciente de los riesgos que podría entrañar el uso de la informática para el pleno ejercicio de los derechos de las personas.  El Tribunal aludirá en esta Sentencia al debate constituyente y a la necesidad de un precepto como el contenido en el art. 18.4, ante las dudas en el Senado, frente a la insufiencia de los derechos de la intimidad, personal y familiar, al honor, frente a las amenazas del uso de la informática para la vida privada (FJ 4).
· Los derechos fundamentales a la intimidad y a la protección de datos de carácter personal, que comparten “el objetivo de ofrecer una eficaz protección constitucional de la vida privada personal y familiar” (FJ 5), se diferencian por su función y, en consecuencia, por su objeto y contenido: el derecho a la intimidad garantiza  "la existencia de un ámbito propio y reservado frente a la acción y el conocimiento de los demás, necesario, según las pautas de nuestra cultura, para mantener una calidad mínima de la vida humana" (STC 209/1988, fundamento jurídico 3º); el derecho a la protección de datos personales no garantiza el poder de resguardar la propia vida, sino un poder de disposición sobre los datos personales, “sobre su uso y destino, con el propósito de impedir su tráfico ilícito y lesivo para la dignidad y derecho del afectado”, que “impone a los poderes públicos la prohibición de que se conviertan en fuentes de […] información sin las debidas garantías; y también el deber de prevenir los riesgos que puedan derivarse del acceso o divulgación indebidas de dicha información” (FJ 6). Por lo demás, los datos personales no son solo los relativos a la intimidad, sino a los bienes de la personalidad que pertenecen al ámbito de la vida privada y están indisolublemente unidos a la dignidad personal. Así, el objeto de protección de este derecho fundamental son los datos personales, sean o no íntimos. “El derecho fundamental a la protección de datos amplía la garantía constitucional a aquellos de esos datos que sean relevantes para o tengan incidencia en el ejercicio de cualesquiera derechos de la persona, sean o no derechos constitucionales y sean o no relativos al honor, la ideología, la intimidad personal y familiar a cualquier otro bien constitucionalmente amparado” (FJ 6). También alcanza a los datos personales públicos: “los datos amparados son todos aquellos que identifiquen o permitan la identificación de la persona, pudiendo servir para la confección de su perfil ideológico, racial, sexual, económico o de cualquier otra índole, o que sirvan para cualquier otra utilidad que en determinadas circunstancias constituya una amenaza para el individuo” (FJ 6).
· El contenido del derecho fundamental a la protección de datos atribuye a su titular “diversos poderes jurídicos cuyo ejercicio impone a terceros deberes jurídicos” de hacer: “el derecho a que se requiera el previo consentimiento para la recogida y uso de los datos personales, el derecho a saber y ser informado sobre el destino y uso de esos datos y el derecho a acceder, rectificar y cancelar dichos datos” (FJ 6). En definitiva, el poder de disposición sobre los datos personales faculta a la persona para decidir qué datos personales proporciona a un tercero, sea el Estado o un particular, qué datos personales puede ese tercero recabar, permitiéndole saber quién posee esos datos personales y para qué y oponerse a esa posesión o uso: “Estos poderes de disposición y control sobre los datos personales, que constituyen parte del contenido del derecho fundamental a la protección de datos se concretan jurídicamente en la facultad de consentir la recogida, la obtención y el acceso a los datos personales, su posterior almacenamiento y tratamiento, así como su uso o usos posibles, por un tercero, sea el Estado o un particular. Y ese derecho a consentir el conocimiento y el tratamiento, informático o no, de los datos personales, requiere como complementos indispensables, por un lado, la facultad de saber en todo momento quién dispone de esos datos personales y a qué uso los está sometiendo, y, por otro lado, el poder oponerse a esa posesión y usos” (FJ 7).

· En cuanto a los límites legítimos que este derecho soporta, el art. 105.b) de la Constitución menciona la seguridad y defensa del Estado y la averiguación de los delitos, a través de los que se garantiza la paz social y la seguridad ciudadana (arts. 10.1 y 104 CE). Añadiendo el Tribunal la distribución equitativa del sostenimiento del gasto público y las actividades de control en materia tributaria como bienes y finalidades constitucionales legítimas capaces de restringir los derechos fundamentales del art. 18.1 y 4 CE. Siguiendo al Tribunal Europeo de Derechos Humanos, argumenta el Tribunal Constitucional el derecho fundamental a la protección de datos de carácter personal puede limitarse por otros derechos y bienes constitucionalmente protegidos, fijados por ley con calidad democrática, esto es, una ley accesible al individuo, previsible en sus consecuencias, que responsa a necesidades sociales “imperiosas” y observen la necesaria adecuación y proporcionalidad para la satisfacción de sus fines (FFJJ 9 y 11).

· Esencial es el papel de la ley de desarrollo y regulación del derecho fundamental, que, con respeto a su contenido esencial, ha de establecer garantías adecuadas para su ejercicio y establecer los límites requeridos por otros derechos y bienes constitucionales (principio de unidad de la Constitución), desarrollando el derecho y regulando su ejercicio, pues “la Constitución ha querido que la Ley, y sólo la Ley, pueda fijar los límites a un derecho fundamental (FJ 11): en consecuencia, si las operaciones de recoger, almacenar, tratar, usar y, en su caso, ceder datos personales de una persona “no se realizan con estricta observancia de las normas que lo regulan, se vulnera el derecho a la protección de datos, pues se le imponen límites constitucionalmente ilegítimos, ya sea a su contenido o al ejercicio del haz de facultades que lo componen. Como lo conculcará también esa Ley limitativa si regula los límites de forma tal que hagan impracticable el derecho fundamental afectado o ineficaz la garantía que la Constitución le otorga. Y así será cuando la Ley, que debe regular los límites a los derechos fundamentales con escrupuloso respeto a su contenido esencial, se limita a apoderar a otro Poder Público para fijar en cada caso las restricciones que pueden imponerse a los derechos fundamentales, cuya singular determinación y aplicación estará al albur de las decisiones que adopte ese Poder Público, quien podrá decidir, en lo que ahora nos interesa, sobre la obtención, almacenamiento, tratamiento, uso y cesión de datos personales en los casos que estime convenientes y esgrimiendo, incluso, intereses o bienes que no son protegidos con rango constitucional” (FJ 11).
· La ley vulnerará el derecho si frustra la función  de garantía que le corresponde y es propia de toda reserva de ley relativa a derechos fundamentales, salvo que la Constitución contemple la posibilidad de que un poder público distinto al legislador fije y aplique los límites de un derecho fundamental, siendo irrelevante a tal efecto la garantía judicial: “La fijación de los límites de un derecho fundamental […] no es un lugar idóneo para la colaboración entre la Ley y las normas infralegales, pues esta posibilidad de colaboración debe quedar reducida a los casos en los que, por exigencias prácticas, las regulaciones infralegales sean las idóneas para fijar aspectos de carácter secundario y auxiliares de la regulación legal del ejercicio de los derechos fundamentales, siempre con sujeción, claro está, a la ley pertinente” (FJ 11). “De tal modo que esa remisión no conlleve una renuncia del legislador a su facultad para establecer los límites a los derechos fundamentales, transfiriendo esta facultad al titular de la potestad reglamentaria, sin fijar ni siquiera cuáles son los objetivos que la reglamentación ha de perseguir, pues, en tal caso, el legislador no haría sino "deferir a la normación del Gobierno el objeto mismo reservado" (FJ 14).

· De ahí el motivo de la inconstitucionalidad y nulidad del inciso -“cuando la comunicación hubiere sido prevista por las disposiciones de creación del fichero o por disposición de superior rango que regule su uso, o”- del art. 21.1 LOPD. La LOPD en este punto no fijaba por sí misma, como le impone la Constitución (art. 53.1 CE), los límites al derecho a consentir la cesión de datos personales entre Administraciones Públicas para fines distintos a los que motivaron originariamente su recogida, y a los que alcanza únicamente el consentimiento inicialmente prestado por el afectado (art. 11 LOPD, en relación con lo dispuesto en los arts. 4, 6 y 34.e LOPD), sino que se limitaba a identificar la norma que podía hacerlo en su lugar. Norma que bien podía ser reglamentaria, ya que con arreglo al precepto impugnado sería una norma de superior rango, y con mayor razón para el caso de que la modificación lo fuera por una norma de similar rango a la que creaba el fichero (que basta con que sea una disposición general, que no una Ley, publicada en un Boletín o Diario oficial -art. 20.1 LOPD), la que podía autorizar esa cesión inconsentida de datos personales, lo que resultó ser contrario a la Constitución (FJ 14).
· El empleo por la LOPD, en su art. 24.1, de la expresión “impida o dificulte gravemente el cumplimiento de las funciones de control y verificación de las Administraciones públicas”, también fue declarado inconstitucional y nulo por la STC 292/2000. De nuevo, la LOPD renunciaba a fijar ella misma los límites, apoderando a la Administración para hacerlo, al habilitar a la Administración para restringir derechos fundamentales con motivo de prácticamente cualquier actuación de la Administración, pues “en todos los casos en los que la Administración necesite de datos personales de alguien, conllevará de ordinario la potestad de la Administración de verificar y controlar que ese administrado ha actuado conforme al régimen jurídico administrativo de la relación jurídica entablada con la Administración. Lo que, a la vista del motivo de restricción del derecho a ser informado del art. 5 LOPD, deja en la más absoluta incertidumbre al ciudadano sobre en qué casos concurrirá esa circunstancia (si no en todos) y sume en la ineficacia cualquier mecanismo de tutela jurisdiccional que deba enjuiciar semejante supuesto de restricción de derechos fundamentales sin otro criterio complementario que venga en ayuda de su control de la actuación administrativa en esta materia” (FJ 17).

· También se declaró la inconstitucionalidad y nulidad de la expresión "interés público", del art. 24.2 LOPD, “como fundamento de la imposición de límites a los derechos fundamentales del art. 18.1 y 4 CE, pues encierra un grado de incertidumbre aún mayor. Basta reparar en que toda actividad administrativa, en último término, persigue la salvaguardia de intereses generales, cuya consecución constituye la finalidad a la que debe servir con objetividad la Administración con arreglo al art. 103.1 CE” (FJ 17).

· Las mismas tachas de inconstitucionalidad merecieron las demás restricciones impugnados por el Defensor del Pueblo, “la relativa a la persecución de infracciones administrativas (art. 24.1 LOPD) y la garantía de intereses de terceros más dignos de protección (art. 24.2 LOPD)” (FJ 18): “los motivos de limitación adolecen de tal grado de indeterminación que deja excesivo campo de maniobra a la discrecionalidad administrativa, incompatible con las exigencias de la reserva legal en cuanto constituye una cesión en blanco del poder normativo que defrauda la reserva de ley” (FJ 18).
      4. EL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL ANTE LA PROTECCIÓN DE DATOS DE CARÁCTER PERSONAL: DATOS PERSONALES Y PROCESOS ANTE EL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL
      Siendo de general conocimiento y publicadas en el boletín oficial del Estado las Sentencias del Tribunal Constitucional –y Autos, tras la reforma del art. 86.2 de la LOTC por la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo- por mandato del art. 164.1 de la Constitución, es obvio que determinados datos personales, que constan en los procesos tramitados ante el Tribunal, acceden a ese general conocimiento y pueden ser fácilmente conocidos a través de Internet y de buscadores universales como Google. La citada Ley orgánica 6/2007 introdujo un nuevo apartado 3 en el art. 86 de la LOTC del siguiente tenor: “Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior, el Tribunal podrá disponer que las sentencias y demás resoluciones dictadas sean objeto de publicación a través de otros medios, y adoptará, en su caso, las medidas que estime pertinentes para la protección de los derechos reconocidos en el artículo 18.4 de la Constitución”.
      Esos otros medios son la web del Tribunal y sus ediciones en papel de de recopilación, clasificación y publicación de su doctrina constitucional que corresponde hacer al Tribunal Constitucional por mandato del art. 99.2 de su Ley Orgánica reguladora. La adopción de medidas de protección de datos personales corresponde al propio Tribunal Constitucional, según su propia consideración, Tribunal que, es sabido y convendrá recordarlo, en ejercicio de sus funciones jurisdiccionales –no, naturalmente, en el ejercicio de sus funciones administrativas o de otra índole como órgano constitucional- sólo está sujeto a la Constitución y a su Ley Orgánica reguladora (art. 1.1 LOTC).
      Entre esas posibles medidas el Tribunal ha decidido no sustituir los nombres de las partes por otros imaginarios ni, con carácter general, por iniciales, siguiendo en ello a otros muchos Tribunales. Valga  especialmente el ejemplo del Tribunal Europeo de Derechos Humanos o Tribunal de Justicia de la Unión Europea, Tribunal este último que ha dictado la conocida Sentencia de 13 de mayo de 2014, C- 131/12, Costeja González, sobre el “derecho al olvido”, en la cuestión prejudicial planteada por la Audiencia Nacional en el litigio entre Google Spain, S.L. y Google Inc. frente a la Agencia Española de Protección de Datos y al Sr. Costeja González en relación con una resolución de AEPD por la que se estimó la reclamación del Sr. Costeja González contra Google, ordenando a  Google Inc. que adoptara las medidas necesarias para retirar los datos personales del Sr. Costeja González de su índice e imposibilitara el acceso futuro a los mismos.
      La cuestión objeto del litigo residía en que la utilización del nombre del Sr. Costeja González en el motor de búsqueda de Google conducía hacia dos páginas del periódico La Vanguardia, del 19 de enero y del 9 de marzo de 1998, respectivamente, en las que figuraba un anuncio de una subasta de inmuebles relacionada con un embargo por deudas a la Seguridad Social, que mencionaba el nombre del Sr. Costeja González.
      Las declaraciones de la STJUE son también conocidas: 

1) En relación a la interpretación del artículo 2, letras b) y d), de la Directiva 95/46/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 24 de octubre de 1995, relativa a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos, el TJUE entendió que deben interpretarse en el sentido de que, “por un lado, la actividad de un motor de búsqueda, que consiste en hallar información publicada o puesta en Internet por terceros, indexarla de manera automática, almacenarla temporalmente y, por último, ponerla a disposición de los internautas según un orden de preferencia determinado, debe calificarse de «tratamiento de datos personales», en el sentido de dicho artículo 2, letra b), cuando esa información contiene datos personales, y, por otro, el gestor de un motor de búsqueda debe considerarse «responsable» de dicho tratamiento, en el sentido del mencionado artículo 2, letra d)”.
2) “El artículo 4, apartado 1, letra a), de la Directiva 95/46 debe interpretarse en el sentido de que se lleva a cabo un tratamiento de datos personales en el marco de las actividades de un establecimiento del responsable de dicho tratamiento en territorio de un Estado miembro, en el sentido de dicha disposición, cuando el gestor de un motor de búsqueda crea en el Estado miembro una sucursal o una filial destinada a garantizar la promoción y la venta de espacios publicitarios propuestos por el mencionado motor y cuya actividad se dirige a los habitantes de este Estado miembro”.

3) Respecto a la interpretación del artículo 12, letra b) y 14, párrafo primero, letra a), de la Directiva 95/46, el TJUE señaló que “para respetar los derechos que establecen estas disposiciones, siempre que se cumplan realmente los requisitos establecidos en ellas, el gestor de un motor de búsqueda está obligado a eliminar de la lista de resultados obtenida tras una búsqueda efectuada a partir del nombre de una persona vínculos a páginas web, publicadas por terceros y que contienen información relativa a esta persona, también en el supuesto de que este nombre o esta información no se borren previa o simultáneamente de estas páginas web, y, en su caso, aunque la publicación en dichas páginas sea en sí misma lícita”.
4) Finalmente, los artículos 12, letra b), y 14, párrafo primero, letra a), de la Directiva 95/46 “deben interpretarse en el sentido de que, al analizar los requisitos de aplicación de estas disposiciones, se tendrá que examinar, en particular, si el interesado tiene derecho a que la información en cuestión relativa a su persona ya no esté, en la situación actual, vinculada a su nombre por una lista de resultados obtenida tras una búsqueda efectuada a partir de su nombre, sin que la apreciación de la existencia de tal derecho presuponga que la inclusión de la información en cuestión en la lista de resultados cause un perjuicio al interesado. Puesto que éste puede, habida cuenta de los derechos que le reconocen los artículos 7 y 8 de la Carta, solicitar que la información de que se trate ya no se ponga a disposición del público en general mediante su inclusión en tal lista de resultados, estos derechos prevalecen, en principio, no sólo sobre el interés económico del gestor del motor de búsqueda, sino también sobre el interés de dicho público en acceder a la mencionada información en una búsqueda que verse sobre el nombre de esa persona. Sin embargo, tal no sería el caso si resultara, por razones concretas, como el papel desempeñado por el interesado en la vida pública, que la injerencia en sus derechos fundamentales está justificada por el interés preponderante de dicho público en tener, a raíz de esta inclusión, acceso a la información de que se trate.
      En suma, en la ponderación entre los derechos a la información y a la protección de datos personales que efectúa el TJUE, a partir de la solicitud del interesado, prevalece el derecho a la protección de datos, “en principio”,  sobre el interés económico del gestor del motor de búsqueda y sobre el interés del público en acceder a la información en una búsqueda que verse sobre el nombre de esa persona; salvo que en determinados casos concretos, como en el del “papel desempeñado por el interesado en la vida pública”, en que la injerencia en sus derechos fundamentales estaría justificada “por el interés preponderante de dicho público en tener, a raíz de esta inclusión, acceso a la información de que se trate”. 
      El Tribunal Constitucional ha hecho y hace también su ponderación entre los derechos y bienes constitucionales que están en juego en el ejercicio de su función jurisdiccional y ha llegado a sus propias conclusiones. 

     La STC 114/2006, de 5 de abril, se dictó en el recurso de amparo interpuesto por un absuelto en instancia y condenado en grado de apelación por delito de daños y apropiación indebida (en un contexto de relaciones entre exesposos). Dicha Sentencia otorgó el amparo al recurrente por entender vulnerados sus derechos a un proceso con todas las garantías y a la presunción de inocencia al haberse pronunciado la condena en apelación sin haberse celebrado vista publica como exigía la jurisprudencia constitucional desde la STC 167/2002, que cambió la doctrina. 
      El demandante de amparo había solicitado del Tribunal que en la publicación de la Sentencia, en el BOE electrónico y en Internet, se hicieran constar únicamente sus iniciales y las de su ex esposa y de las demás personas que pudieran aparecer en la resolución, acordando el Tribunal resolver tal petición en sentencia. Esa petición la volvió a dirigir el demandante frente al Auto dictado en el incidente de suspensión, negándola el Tribunal en su ATC 516/2004, de 20 de diciembre. Alegaba cuestiones de seguridad personal, vinculadas a su actividad profesional, y de prestigio y fama personal. El Tribunal entendió que las razones alegadas  no tenían entidad suficiente para desvirtuar el principio general de publicidad de las actuaciones judiciales; que la mera identificación del demandante en las publicaciones de las resoluciones dictadas en el recurso de amparo no añadía elemento alguno “sobre la eventual situación de riesgo preexistente para la seguridad personal denunciada por el recurrente” y que la imposición de penas o sanciones disciplinarias no vulneran el derecho al honor, que no puede ser obstáculo a los procedimientos administrativos y penales (FJ 2 del citado ATC 516/2004 y FJ 8 de la STC 114/2006, que reiterará las razones de la denegación de la petición del recurrente en amparo).
      En la Sentencia que le otorgó el amparo el Tribunal vuelve sobre la petición del demandante y efectúa una serie de consideraciones que fijan su posición doctrinal. 

      Comienza el Tribunal por subrayar su condición de intérprete supremo de la Constitución, independiente de los demás órganos constitucionales y sometido sólo a la Constitución y a su Ley Orgánica reguladora (art. 1.1 LOTC), de modo que, refiriéndose la petición del demandante de amparo “al alcance de la publicidad de una resolución de este Tribunal y fundamentarse en la alegación del ejercicio de derechos fundamentales”, resulta inequívoco su condición de “cuestión jurisdiccional de exclusiva competencia de este Tribunal, en tanto que juez del caso en el que se suscita y, a la vez, supremo intérprete de la Constitución y órgano jurisdiccional superior en cuanto afecta a garantías constitucionales (art. 123.1 CE)”.  Por lo mismo, sigue diciendo el Tribunal, “las únicas previsiones a las que en exclusiva ha de atender este Tribunal tanto en lo relativo a la publicidad y publicación de sus resoluciones judiciales como, en su caso, a la posibilidad de omitir la identificación de las partes, sean la propia Constitución y la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional y, en lo no regulado por éstas y cuando resulten compatibles con la exigencia de la publicidad de las resoluciones del Tribunal Constitucional, la Ley Orgánica del Poder Judicial y la Ley de enjuiciamiento civil, toda vez que, como ya ha reiterado este Tribunal, la aplicación supletoria prevista en el art. 80 LOTC sólo será posible en la medida en que no contradiga lo dispuesto en lo dispuesto en la Ley Orgánica y sus principios inspiradores (STC 86/1982, de 23 de diciembre, FJ 2, y ATC 425/2003, de 17 de diciembre, FJ 5)” (FJ 5).
      Cita a continuación el Tribunal la regulación constitucional de la publicidad y publicación de las resoluciones jurisdiccionales del Tribunal Constitucional: el art. 120 de la Constitución, en cuyos apartados primero y tercero se establece, respectivamente, el principio general de que “[l]as actuaciones judiciales serán públicas, con las excepciones que prevean las leyes de procedimiento”, y que “[l]as sentencias serán siempre motivadas”; y el art. 164.1, también de la Constitución, que establece que “[l]as sentencias del Tribunal Constitucional se publicarán en el boletín oficial del Estado con los votos particulares, si los hubiere”, incidiendo, además, en que el valor de cosa juzgada la adquieren a partir del día siguiente de su publicación. A lo que añade los preceptos de Ley Orgánica del Tribunal Constitucional sobre el particular: el art. 86.2, concretando que la obligación de publicación en el Boletín Oficial aparece referida tanto a las Sentencias como a las Declaraciones sobre la constitucionalidad de los tratados internacionales y que la misma debe producirse dentro de los treinta días siguientes a la fecha del fallo; y, por otro, el art. 99.2, que establece, como obligación del Tribunal Constitucional “la recopilación, clasificación y publicación de la doctrina constitucional del Tribunal”.

       De la lectura conjunta de estas normas, en relación con los arts. 9.1 CE y 5.1 LOPJ, extrae el Tribunal Constitucional la conclusión de que resulta “también inequívoco que el art. 164.1 CE establece, más allá incluso del principio general de publicidad de las actuaciones judiciales y sus resoluciones del art. 120 CE, una exigencia constitucional específica de máxima difusión y publicidad de las resoluciones jurisdiccionales de este Tribunal, que se concreta, por un lado, en que, junto con la más obvia y expresa obligación formal de publicación de determinadas resoluciones en el Boletín Oficial, resulte también implícita una obligación material de dar la mayor accesibilidad y difusión pública al contenido de todas aquellas resoluciones jurisdiccionales del Tribunal que incorporen doctrina constitucional, con independencia de su naturaleza y del proceso en que se dicten; y, por otro, en que la publicidad lo ha de ser de la resolución íntegra” (FJ 6).
      Dado que todos los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución (art. 9.1 CE), y específicamente el poder judicial conforme a la interpretación que de los preceptos y principios constitucionales “resulte de las resoluciones dictadas por el Tribunal Constitucional en todo tipo de procesos” (art. 5.1 LOPJ), el cumplimiento de esa función específica de la jurisprudencia constitucional exige “que se posibilite el más amplio acceso y conocimiento a la interpretación que de los preceptos y principios constitucionales realiza este Tribunal” (FJ 6). Y puesto que esa función se cumple a través del “contenido de las resoluciones jurisdiccionales de este Tribunal, con independencia de su carácter y del proceso en que se dicten, la necesidad de máxima accesibilidad debe ser extensible a todas las resoluciones jurisdiccionales del Tribunal siempre que incorporen doctrina constitucional, incluyéndose, por tanto, los Autos” [lo que después recogería la reforma de la LOTC por LO 6/2007]. Además de su publicación en el boletín oficial del Estado, a la vista del art. 99.2 de la LOTC, “es función ineludible” del Tribunal Constitucional garantizar su doctrina y “dotarla de eficacia, a través de dar publicidad a su contenido por los medios —impresos, informáticos o de otra índole— que resulten precisos”. Y, por último, que la publicidad que así debe ser garantizada es la de la resolución judicial en su integridad, incluyendo, por lo común, la completa identificación de quienes hayan sido parte en el proceso constitucional respectivo, en tanto que permite asegurar intereses de indudable relevancia constitucional, como son, ante todo, la constancia del imparcial ejercicio de la jurisdicción constitucional y el derecho de todos a ser informados de las circunstancias, también las personales, de los casos que por su trascendencia acceden, precisamente, a esta jurisdicción; y ello sin olvidar que, en no pocos supuestos, el conocimiento de tales circunstancias será necesario para la correcta intelección de la aplicación, en el caso, de la propia doctrina constitucional.
      Reiterando la conclusión de que “cualquier cuestión relativa a la eventual omisión de la identificación de las partes intervinientes en un proceso constitucional tanto en la resolución jurisdiccional que se dicte como en la publicidad que de la misma se haga por parte de este Tribunal, al amparo de la obligación formal de publicación en el Boletín Oficial o de la obligación material de darle la máxima difusión, es de naturaleza jurisdiccional y corresponde resolverla de manera exclusiva y excluyente a este Tribunal con la sola sujeción a lo previsto en la Constitución y en la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional” (FJ 6).
      Establecida, pues, con toda energía la exigencia constitucional de máxima difusión y publicidad del contenido íntegro de sus resoluciones jurisdiccionales, matiza el Tribunal que no es de carácter absoluto y puede ser excepcionada, pues así lo permite el art. 120.1 de la Constitución y el principio de unidad de la Constitución que hace que esa exigencia constitucional puada resultar limitada por “otros derechos fundamentales y garantías constitucionales con los que entre en conflicto, y que debe ser ponderada en cada caso” (FJ 7).
      En este punto de su argumentación acude el Tribunal Constitucional a la LOPD, cuyo art. 6.4 establece que “[e]n los casos en los que no sea necesario el consentimiento del afectado para el tratamiento de los datos de carácter personal, y siempre que una ley no disponga lo contrario, éste podrá oponerse a su tratamiento cuando existan motivos fundados y legítimos relativos a una concreta situación personal”. Y al art. 266.1 de la LOPJ, reformado por la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre, con la adición de un nuevo párrafo segundo destinado a contemplar precisamente la posibilidad de excepcionar la publicidad íntegra de las resoluciones judiciales, y aplicable subsidiariamente, en los términos del art. 80 de la LOTC, a la jurisdicción constitucional: “[e]l acceso al texto de las sentencias, o a determinados extremos de las mismas, podrá quedar restringido cuando el mismo pudiera afectar al derecho a la intimidad, a los derechos de las personas que requieran un especial deber de tutela o a la garantía del anonimato de las víctimas o perjudicados, cuando proceda, así como, con carácter general, para evitar que las sentencias puedan ser usadas con fines contrarios a las leyes”. 
      No deja de señalar el Tribunal Constitucional las dificultades de la aplicación del art. 266.1 LOPJ a su jurisdicción por las razones constitucionales antes expuestas. Pero acepta que este precepto y el citado art. 6.4 LOPD pueden servir de “elemento de referencia tanto en lo relativo a establecer la necesidad de que la decisión sobre la restricción de la publicidad de las partes intervinientes en el proceso constitucional se realice haciendo una ponderación individualizada de los intereses constitucionales concurrentes en el caso con los que el principio de publicidad pueda entrar en conflicto, como en lo relativo a poner de manifiesto cuáles son los intereses que pudieran resultar prevalentes, singularmente el derecho a la intimidad, los derechos de quienes requieren un especial deber de tutela, la garantía del anonimato, cuando proceda, de las víctimas y perjudicados, y la evitación de que dichos datos puedan ser usados con fines contrarios a las leyes” (FJ 7).
      Y cierra su larga argumentación con la práctica y doctrina del Tribunal Europeo de Derechos Humanos: “La necesidad de realizar esta ponderación y la identificación de los específicos intereses a tomar en consideración para justificar la excepción de la publicidad íntegra de la resolución viene siendo una práctica habitual de este Tribunal, en una labor que responde a criterios también seguidos por otros Altos Tribunales extranjeros, supranacionales e internacionales y, muy especialmente, por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos. Así, este Tribunal Constitucional, como ya se ha señalado en el ATC 516/2004, de 20 de diciembre, FJ 1, sin perjuicio del especial cuidado que muestra en no incluir en sus resoluciones ningún dato personal que no resulte estrictamente necesario para formular su razonamiento y el correspondiente fallo, en diferentes ocasiones y desde sus inicios, como demuestra la STC 31/1981, de 28 de julio, ha procedido a omitir la identificación de determinadas personas que aparecían mencionadas en sus resoluciones, bien atendiendo a la garantía del anonimato de las víctimas y perjudicados en casos especiales (SSTC 185/2002, de 14 de octubre, o 127/2003, de 30 de junio); bien atendiendo el específico deber de tutela de los menores, tanto en supuestos de litigios relativos a su filiación o custodia (SSTC 7/1994, de 17 de enero, o 144/2003, de 14 de julio), procedimientos de adopción o desamparo (SSTC 114/1997, de 16 de junio; 124/2002, de 20 de mayo; 221/2002, de 25 de noviembre, o 94/2003, de 19 de mayo) como, de conformidad con el art. 8 de las Reglas mínimas de las Naciones Unidas para la Administración de Justicia de menores (Reglas de Beijing), incluidas en la Resolución de la Asamblea General 40/33, de 29 de noviembre de 1985, en supuestos de ser acusados de hechos delictivos (SSTC 288/2000, de 27 de noviembre, o 30/2005, de 14 de febrero). Sin perjuicio de ello, también se ha destacado en la reciente STC 68/2005, de 31 de marzo, que “quien participa por decisión propia en un procedimiento público ... no puede invocar su derecho fundamental a la intimidad personal ni la garantía frente al uso de la informática (art. 18.1 y 4 CE) por el mero hecho de que los actos del procedimiento en los que deba figurar su nombre sean, por mandato de la Constitución o con apoyo en ella, objeto de publicación oficial o de la publicidad y accesibilidad que la trascendencia del propio procedimiento en cada caso demande; ello sin perjuicio, claro es, de que el contenido mismo de tales actos incorpore, eventualmente, datos que puedan considerarse inherentes a la intimidad del sujeto, supuesto en el cual sí operan, en plenitud, aquellas garantías constitucionales” (FJ 15).

      Esta labor, como se ha señalado anteriormente, responde también a la práctica seguida por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos tanto en su Reglamento de procedimiento como en su jurisprudencia. Así, el Reglamento del Tribunal, en su versión consolidada que entró en vigor el 1 de diciembre de 2005, establece en su art. 47.3 que los demandantes que no deseen que su identidad sea revelada públicamente deberán solicitarlo y exponer las razones que justifiquen la excepción del principio general de publicidad del procedimiento y que el Presidente de la Sala sólo podrá autorizar el anonimato en casos excepcionales y debidamente justificados. Del mismo modo, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos en la Sentencia de 25 de febrero de 1997, Z. c. Finlandia, ya declaró la existencia de un interés general en garantizar la transparencia de los procesos judiciales para preservar la confianza pública en la justicia (§ 77) cuya relevancia implica que no necesariamente deba ceder en caso de entrar en conflicto con el derecho a la intimidad, incluso en relación con un aspecto tan sensible como es la protección de la confidencialidad de los datos médicos (§ 97).

      Por tanto, como ya se ha destacado, este Tribunal puede excepcionar mediante una decisión jurisdiccional, adoptada de oficio o a instancia de parte, la exigencia constitucional de máxima difusión y publicidad del contenido íntegro de sus resoluciones jurisdiccionales que incorporan doctrina constitucional, en lo relativo a la identificación de las partes intervinientes en el proceso, si bien dicha decisión sólo resultará procedente cuando a partir de la ponderación de circunstancias concurrentes en el caso debidamente acreditadas quede justificada por resultar prevalentes otros intereses constitucionales”.
      En aplicación de esta doctrina constitucional pueden señalarse numerosas resoluciones del Tribunal Constitucional. A título de ejemplo:

      - STC 118/2006, de 24 de abril: “puesto que el presente asunto versa sobre la determinación de la filiación de un menor […] en atención al específico deber de tutela de los menores en tales supuestos, procede acordar, de conformidad con lo dispuesto en la STC 114/2006, de 5 de abril, FJ 7, que en la publicación de esta resolución se omitan los datos que permitirían identificar al menor en cuestión” (FJ 7). Se trataba de una demanda de amparo frente a la sentencia civil de declaración de paternidad tras la negativa del varón de sometimiento a la prueba biológica de filiación.
      - STC 176/2008, de 22 de diciembre: Correspondiendo a este Tribunal la adopción, en cuanto a la forma de sus resoluciones, de “las medidas que estime pertinentes para la protección de los derechos reconocidos en el art. 18.4 de la Constitución” (art. 86.3 LOTC), la presente Sentencia no incluye la identificación completa del recurrente, ni la de su cónyuge separado legalmente, con el objeto de respetar la intimidad del hijo común de ambos, menor de edad, tal como ya ha señalado este Tribunal en anteriores ocasiones (SSTC 288/2000, de 27 de noviembre, FJ 1; 94/2003, de 19 de mayo, FJ 7; 30/2005, de 14 de febrero, FJ 7; y 114/2006, de 5 de abril, FJ 7) (FJ 9). La demanda de amparo se había interpuesto frente a sentencias civiles que, en litigio de separación matrimonial, modificaron el régimen de visitas de padre transexual a hijo menor de edad.

      - STC 183/2008, de 22 de diciembre: En el ejercicio de la competencia de este Tribunal de protección de datos de carácter personal, la presente resolución no incluye la identificación completa del recurrente, menor de edad cuando sucedieron los hechos enjuiciados, con el objeto de respetar su intimidad, tal como ya ha señalado este Tribunal en otras ocasiones (por todas, STC 114/2006, de 5 de abril, FJ 7) (FJ 6). En amparo de menor frente a decisión administrativa de repatriación a Marruecos.

      -STC 41/2009, de 9 de febrero: “Conviene advertir que la circunstancia de que quienes fueron condenados en dicho procedimiento y la víctima de los hechos fueran menores de edad en sentido constitucional (art. 12 CE) lleva a que de conformidad con el art. 8 de las Reglas mínimas de las Naciones Unidas para la Administración de justicia de menores, conocidas como Reglas de Beijing, e incluidas en la Resolución de la Asamblea General 40/33, de 29 de noviembre de 1985, no se incluya el nombre y apellidos completos de los menores ni de sus padres, al objeto de respetar su intimidad (STC 114/2006, de 5 de abril, F7)” (FJ 1). En recurso de amparo frente a sentencias penales de condena por delito de asesinato y falta de lesiones.
      - STC 77/2009, de 23 de marzo: “En el ejercicio de las competencias que, conforme a lo dispuesto en el art. 86.3 LOTC, corresponden en exclusiva a este Tribunal en materia de protección de datos de carácter personal en lo que se refiere a la publicación y difusión de sus resoluciones (por todas, STC 183/2008, de 22 de diciembre, FJ 6), la presente Sentencia no incluye la identificación completa de los comparecientes, teniendo en cuenta que por las especiales características del caso podría resultar afectada su intimidad, que es un interés constitucional que, conforme ha reiterado este Tribunal, permite excepcionar la exigencia constitucional de máxima difusión y publicidad del contenido íntegro de sus resoluciones jurisdiccionales en lo relativo a la identificación de las partes intervinientes en el proceso (por todas, STC 114/2006, de 5 de abril, FJ 7)” (FJ 5). Amaparo promovido por Ediciones Zeta, S.A., frente a la Sentencia de la Sala Primera del Tribunal Supremo que, en grado de casación, estimó la demanda de protección del honor y la propia imagen por la publicación en la revista “Interviú” de unos reportajes sobre la secta Ceis; publicación de fotografías de personas desnudas sin su consentimiento; expresiones recogidas en unos reportajes periodísticos, referidas a la condición homosexual del afectado y a su actividad sexual, que son injuriosas y aparecen desvinculadas de cualquier finalidad informativa.
      - STC 174/2011, de 7 de noviembre: “Conviene advertir que la circunstancia de que, en sentido constitucional (art. 12 CE), fuera menor de edad la víctima de los hechos enjuiciados en el proceso penal previo en el que se dictaron las resoluciones aquí recurridas, explica que, de conformidad con el art. 8 de las Reglas mínimas de las Naciones Unidas para la Administración de Justicia de menores, conocidas como Reglas de Beijing, e incluidas en la resolución de la Asamblea General 40/33, de 29 de noviembre de 1985, no se incluyan en esta resolución el nombre y los apellidos completos de la víctima menor de edad ni los de sus padres, al objeto de respetar su intimidad (SSTC 114/2006, de 5 de abril, FJ 7 y 41/2009, de 9 de febrero, FJ 1)” (FJ 1). Amparo frente a condena por un delito continuado de abusos sexuales de propia hija de nueves años.
      - STC 141/2012, de 2 de julio: “Finalmente el ejercicio de las potestades atribuidas a este Tribunal por el art. 86.3 LOTC, en materia de protección de datos de carácter personal en el ámbito de la publicación y difusión de sus resoluciones, se ha resuelto que la presente Sentencia no incluya la identificación completa del recurrente, con el fin de respetar su intimidad teniendo en cuenta los hechos del caso (SSTC 114/2006, de 5 de abril, FJ 7; 176/2008, de 22 de diciembre, FJ 9; y 77/2009, de 23 de marzo, FJ 5)” (FJ 8). Amparo frente a decisiones judiciales de internamiento involuntario urgente por trastorno psiquiátrico.

      - STC 57/2013, de 11 de marzo; La circunstancia de que, en sentido constitucional (art. 12 CE), fueran menores de edad las víctimas de los hechos enjuiciados en el proceso penal previo en el que se dictaron las resoluciones aquí recurridas, explica que, de conformidad con el art. 8 de las Reglas mínimas de las Naciones Unidas para la administración de justicia de menores, conocidas como Reglas de Beijing, e incluidas en la Resolución de la Asamblea General 40/33, de 29 de noviembre de 1985, no se incluyan en esta resolución el nombre y los apellidos completos de las víctimas menores de edad ni los de los padres de una de ellas, personados en este proceso, al objeto de respetar su intimidad (SSTC 114/2006, de 5 de abril, FJ 7, y 41/2009, de 9 de febrero, FJ 1) (FJ 1). Amparo frente a sentencias penales de condena por seis delitos de abuso sexual.
      - La STC 31/2014, de 24 de febrero, identifica por siglas a la demandante de amparo, sin razonamiento alguno. La Sentencia otorgó el amparo a la demandante, personal estatutario temporal del Centro Nacional de Inteligencia (CNI),  dada de baja por acuerdo del Director del Centro por embarazo de su segundo hijo, reconociendo su derecho a no ser discriminada por razón de sexo y anulando la decisión administrativa y las judiciales que la confirmaron. La singular actividad del Centro y de la trabajadora justificaba la sustitución de su nombre por siglas, pero la Sentencia lo silencia.
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